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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación que presentó la accionante, señora SANDRA PATRICIA BUSTAMANTE CARDONA, contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira el día treinta (30) de junio de dos mil seis (2006), donde aparece como accionada la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad.
2.- DEMANDA

Señaló la actora que fue nombrada en período de prueba por la E.S.E. Hospital San Jorge, mediante Resolución No. 2982 del veintidós (22) de octubre de 1997, para desempeñar el cargo de Auxiliar de Laboratorio Clínico y tomó posesión del mismo el veinte (20) de noviembre siguiente.

Laboró en tal entidad hasta cuando mediante escrito del seis (6) de enero de 2005, se le comunicó que el cargo que venía desempeñando había sido suprimido de conformidad con el acuerdo número 026 de diciembre treinta y uno (31) de 2004, expedido por la Junta Directiva; igualmente, se le informó que le asistía el derecho de optar entre recibir indemnización o tener tratamiento preferencial para ser reincorporada, de acuerdo con lo consagrado en el artículo 44 del Decreto 1588 de 1998.

Por no manifestarse respecto del comunicado, el diecisiete (17) de enero de 2005 la entidad accionada expidió la Resolución 205 por la cual se le reconoció y ordenó pagar una indemnización, la cual ascendió a la suma de $ 5’220.883.

Se considera mujer cabeza de familia ya que de manera permanente y exclusiva vela por la satisfacción de las necesidades básicas de su única hija Valentina Arredondo Bustamante de cinco años de edad, así como los demás gastos generados en la casa arrendada donde vive. Transcribe jurisprudencia relacionada con los derechos a la igualdad, al trabajo, a las madres cabeza de familia, a la protección de la familia y solicita que se ordene a la entidad hospitalaria su reintegro a un cargo igual o equivalente al que venía desempeñando, también, el reconocimiento de todos los salarios y demás prestaciones dejados de percibir desde el momento de su desvinculación hasta que sea incluida en la nómina de la entidad.
3.- Contestación

Considera la Asesora Jurídica de la entidad accionada, que es abiertamente improcedente la acción de tutela incoada, porque la discusión se centra en el desacuerdo que tiene la actora con las medidas adoptadas por la E.S.E. cuando decidió reformar la planta de personal y suprimir unos cargos, entre ellos el suyo. 
Advierte que se carece de un elemento principalísimo para conceder el amparo, la inmediatez de la acción, ya que después de diecisiete (17) meses la peticionaria decide acudir a este medio, por lo que cuestiona el no intento de defensa una vez se produjo la supresión del cargo, así como el tiempo esperado. 
Menciona además, que la actora ya presentó la acción contencioso administrativa de nulidad y restablecimiento del derecho, la cual cursa en esta misma sede jurisdiccional y se encuentra pendiente del desarrollo del debate probatorio, con lo cual resulta evidente que para la actora existe el mecanismo de defensa judicial idóneo con el que ataca la decisión de supresión y resulta inane en estos momentos, la discusión en este ámbito constitucional.

En el plano probatorio, considera que no ha quedado demostrada la condición de mujer cabeza de familia alegada, ya que no se cuenta con la declaración jurada por parte de la misma en la que manifieste ante Notario tal condición, como lo exige el parágrafo del artículo 2° de la Ley 82 de 1993. Agrega que tampoco se probó la insuficiencia de recursos para afrontar su obligación, por lo que no se satisfacen los presupuestos previstos en sentencia de la Corte Constitucional SU 388/05, dado que no es cierto que carezca de apoyo o sostén económico.
Como es apenas natural, solicitó la denegación del amparo deprecado.

4.- FALLO

Previo un análisis de la procedencia de la acción de tutela y los requisitos exigidos para ello, el señor Juez Sexto Penal del Circuito en su fallo, tuvo en cuenta que la supresión del cargo de la señora SANDRA BUSTAMANTE se había producido hacía diecisiete (17) meses, sin encontrar explicación satisfactoria para que a esta altura se incoara la acción, sin indicar motivo válido que justificara su inactividad para concurrir a un estrado judicial y reclamar lo que consideraba le había sido violado por la entidad; para fundamentar tal posición acude a la sentencia T- 1148 de 2005.
En consecuencia, negó la tutela de los derechos señalados como vulnerados.

5.- IMPUGNACIÓN

Frente al argumento del Juzgado para no conceder el amparo, relacionado con la falta de inmediatez, la actora reclama la aplicación del principio de igualdad con fundamento en fallos de segunda instancia de esta Sala, donde se tocó el tema.
Afirma que desconocía el hecho de que en este Distrito se estaba salvaguardando a través de la tutela, el derecho de los trabajadores que fueron afectados por la reestructuración de la entidad y es por ello que busca que se dé aplicación a tal principio, para lo cual solicita reconsiderar la decisión de primera instancia, en aras de la protección de sus derechos fundamentales. 

6.- SE CONSIDERA
De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y Decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, en su rol de juez constitucional.
6.1. Problema jurídico
Debe ocuparse la Sala de determinar en primer lugar, si la mora en la interposición de la acción de tutela, puede considerarse como una violación del principio de la inmediatez, característica esencial de este medio excepcional de defensa constitucional; y, de superarse ese escollo, determinar si en el presente caso se está frente a una vulneración de los derechos fundamentales de la actora.

6.2. Solución al problema planteado.

6.2.1. Principio de Inmediatez.

En lo que hace con la situación de los empleados de la E.S.E Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad, cuyos cargos fueron suprimidos en desarrollo de la reestructuración administrativa, esta Sala no ha vacilado en otorgar los amparos deprecados, de conformidad con la protección específica solicitada en cada caso.
A pesar de haber sido argumentado por parte de la entidad accionada, en varias oportunidades anteriores, la improcedencia de la acción de tutela por no haberse interpuesto de manera inmediata al momento en que se produjo la supresión del cargo, no dudó el Tribunal en ordenar el reintegro cuando así lo consideró necesario, habida  consideración del complicado proceso que debieron soportar los empleados, dado que inicialmente tuvieron que acudir al trámite constitucional en busca de la orden de pago de salarios atrasados; posteriormente, para procurar el reconocimiento de indemnizaciones negadas por la E.S.E, en desarrollo del derecho a la igualdad, garantía que de conformidad con la jurisprudencia existente para ese entonces, era la única con vocación de prosperidad. Más tarde, se entró a pedir la reincorporación con estribo en el cambio de los derroteros señalados por la Corte Constitucional, que permitió que quienes fueron despedidos por razón de procesos de reestructuración de la administración pública también pudieran optar por esa solución, siempre y cuando se tratara de personas que por gozar de especial protección constitucional y legal, no podían ser retiradas de sus empleos, en la forma en que se hizo. Nos estamos refiriendo en concreto a aquellos eventos en los que se entendió que debían primar los derechos de los menores que dependían exclusivamente de un padre o una madre cabeza de familia.

Para llegar a esa conclusión, la Sala hubo de destacar cómo en la mayoría de esos eventos los actores no habían adoptado una actitud pasiva frente a las determinaciones tomadas por el centro asistencial accionado y que muy por el contrario, al perder el empleo acudieron al trámite de tutelas sucesivas en busca del amparo de sus derechos.

En el caso concreto, muy a pesar de lo manifestado en la primera instancia, para esta Corporación, la situación de la señora SANDRA BUSTAMANTE dista mucho de la inactividad que se pregona, dado que como lo manifestó la Asesora Jurídica de la E.S.E accionada, en la actualidad se está tramitando el respectivo proceso de nulidad y restablecimiento del derecho ante la Autoridad Contenciosa Administrativa con asiento en esta capital. Significa lo anterior, que de manera alguna la actora ha estado conforme con la decisión adoptada por su antigua empleadora y ha hecho uso de la jurisdicción ordinaria en aras de la protección de sus intereses, cuya decisión de fondo ahora espera.
Significa lo anterior, que en este específico evento, es necesario adelantar el estudio pertinente de la situación de la accionante, dado que como se vio, no se puede hablar válidamente en este caso de estarse frente a una actitud pasiva por parte de la actora, en lo que a la defensa de sus derechos concierne y, por tanto, no sería justo considerar que la tutela se presentó por fuera del tiempo razonable a que hace alusión la jurisprudencia constitucional. 
6.2.2. Existencia de otro medio de defensa judicial

En lo que a este punto específico concierne, es innegable que precisamente el planteamiento anterior, demostrativo de la actividad desplegada en pos de la defensa de los intereses de la actora, es circunstancia especial que hace de la acción de tutela un mecanismo improcedente para lograr el reintegro de la señora SANDRA PATRICIA. Se dice así, por el carácter subsidiario de este trámite, que exige la carencia de otro medio de defensa judicial para lograr el mismo propósito, excepción hecha de estarse frente a la posibilidad de un perjuicio irremediable.

En ese orden de ideas, permea la existencia de otro medio de defensa judicial al que se ha acudido, cuyo proceso se encuentra avanzado, por cuanto se estaba al momento de ser contestada la demanda en medio del debate probatorio previo a la adopción de la decisión de fondo correspondiente. Por demás, no se avizora de la situación planteada, la potencial existencia de una situación de perjuicio irremediable para el grupo familiar de la accionante, que le impida esperar el desenlace normal del proceso judicial iniciado.

Son estas las razones concretas que permiten concluir al Tribunal que no es procedente la acción de tutela en este particular evento, por lo cual, lo pertinente será confirmar la decisión impugnada en tanto en cuanto negó el amparo deprecado, pero con fundamento en los argumentos aquí esbozados.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y de la Ley,  

Falla:
Primero: SE CONFIRMA, por las razones consignadas, el fallo de tutela que profirió el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
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